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Respetados Magistrados:

Según lo dispuesto en los artículos 242.2 y 278.5 de la Constitución Política, rindo concepto sobre la demanda presentada por el ciudadano Jaime Araujo Rentería contra el Decreto 1351 del 25 de junio de 2012, dictado por el Presidente de la República, “por el cual se convoca al Congreso de la República a sesiones extraordinarias” y contra “el texto conciliado y después aprobado por las plenarias de Cámara y Senado y listo para su publicación, tal y como consta en la cámara de representantes del que fuera el proyecto de Acto Legislativo 007/11 Senado-143/11 Cámara, acumulados a los proyectos 09/11, 11/11, 12/11 y 13/11 Senado ‘por medio del cual se reforman artículos de la Constitución Política con relación a la Administración de Justicia y se dictan otras disposiciones”. El texto del Decreto acusado, se reproduce a continuación:

MINISTERIO DEL INTERIOR

DECRETO NÚMERO 1351  DE 2012

(25 JUN 2012)

Por el cual se convoca al Congreso de la República a sesiones extraordinarias

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA

En ejercicio de las facultades que le confieren los artículos 138 y 200 numeral 2 de la Constitución Política

CONSIDERANDO

Que  corresponde  al  Gobierno  en  relación  con  el  Congreso  convocarlo  a sesiones extraordinarias. 

Que  el  Presidente  de  la  República  recibió  procedente  del  Congreso  el  oficio  del pasado  20  de junio  de  2012,  con  el  cual  se  remite  el  proyecto  de Acto  Legislativo 007/11  Senado-143/11  Cámara,  acumulado  a  los  proyectos  09/11,  11/11,  12/11  y 13/11  Senado "por medio del cual se reforman  artículos de  la  Constitución Política con relación  a la  Administración de  Justicia y se  dictan  otras disposiciones ",  con  el fin de que proceda a su promulgación. 

Que el  Gobierno estimó que debía abstenerse de tramitar dicha promulgación y,  en su  lugar,  devolver con  objeciones al  Congreso el  proyecto respectivo, toda vez que en  el  trámite  de  sus  disposiciones  y  en  el  contenido  de  las  mismas  se  observan serias  deficiencias  jurídicas  y  de  conveniencia  que  atentan  contra el orden constitucional y la seguridad jurídica de los colombianos. 

Que  el  ejercicio  de  las funciones  propias  del  Jefe de  Estado  está  orientado  por el compromiso  ineludible  de  acatar,  respetar  y  hacer cumplir  la  Constitución  y,  con ello, de  servir  a  la  comunidad,  promover  la  prosperidad  general  y  garantizar  la efectividad  de  los  principios,  derechos  y  deberes  consagrados  en  la  Carta.  Este compromiso se evidencia en el  ejercicio de sus funciones autónomas,  pero también en  el  cumplimiento de los  deberes que involucran a otras autoridades públicas.  No por  otro  motivo  el  artículo  113  de  la  Constitución  advierte  que  los  "diferentes órganos del  Estado  tienen  funciones  separadas  pero  colaboran  armónicamente para la realización de sus fines".  Preservando el  ámbito de las competencias de las distintas autoridades públicas, es deber del Presidente de la  República,  en  ejercicio de  sus  atribuciones  constitucionales"  cumplir  y  hacer  cumplir  los  preceptos  de  la Constitución Política. 

Que en  el  día de hoy, atendiendo a lo dispuesto por el  artículo 197 de la  Ley 58  de 1992,  el  Gobierno  ha  procedido  a  publicar en  el  Diario  Oficial  el  texto  de  dichas objeciones. 

Que ninguna norma de la Constitución prohíbe de manera explícita la presentación de objeciones gubernamentales contra actos legislativos. 

Que, el artículo 227 de la Ley 58  de 1992 señala que «Las disposiciones contenidas en  los  capítulos  anteriores  referidas  al  proceso  legislativo  ordinario  que  no  sean incompatibles con las regulaciones constitucionales, tendrán en el trámite legislativo constituyente  plena  aplicación  y  vigencia.».  Por  lo  cual,  si  la  objeción  prevista expresamente  para  los  proyectos  de  leyes  compatible  en  el  procedimiento de aprobación del acto legislativo, entonces su aplicación es legalmente admisible. 

Que  el  artículo  138  de  la  Constitución  Política  dispone  que  el  Congreso  de  la República se reunirá en sesiones ordinarias o extraordinarias, pero en modo alguno limita la naturaleza de las materias o asuntos de que puede ocuparse en  una u otra clase de sesiones. 

Que  el  artículo 375  de la  Carta dice que el  trámite de los actos legislativos tendrá lugar  en  dos  períodos  ordinarios  y  consecutivos,  lo  cual,  respecto  del  Acto Legislativo "por medio del cual se reforman artículos de la Constitución Política con relación  a  la  Administración  de  Justicia  y  se  dictan  otras  disposiciones"  ya  se cumplió. 

Que el trámite de objeciones es un procedimiento distinto del de aprobación del acto legislativo,  respecto  del  cual  no opera  la  limitación  a que  se  refiere  el  artículo 375 constitucional. 

Que se hace necesario que el  Congreso de la  República  examine prontamente las objeciones  que  han  sido  publicadas,  a  fin  de  que  tanto  las  autoridades  públicas como los ciudadanos conozcan el  destino de la reforma constitucional que a todos interesa y concierne, y tengan certeza jurídica sobre la reforma constitucional. 

DECRETA

ARTÍCULO  PRIMERO.  Convócase  al  Honorable  Congreso  de  la  República  a sesiones extraordinarias desde el día 27 hasta el día 28 de junio del año 2.012. 

ARTÍCULO  SEGUNDO.  Durante  el  período  de  sesiones  extraordinarias  señalado en  el  artículo  anterior,  el  Honorable  Congreso  de  la  República  se  ocupará exclusivamente  de  examinar  las  objeciones  presidenciales  que  han  sido presentadas  al  proyecto  de  Acto  Legislativo  007/11  Senado-143/11  Cámara, acumulado a los proyectos 09/11,  11/11,  12/11  Y 13/11  Senado "por medio del cual se reforman artículos de la Constitución Política con relación  a la Administración de Justicia y se dictan otras disposiciones.

ARTÍCULO  TERCERO.  El  presente  Decreto  rige  a  partir  de  la  fecha  de  su publicación. 

PUBLÍQUESE Y  CÚMPLASE.

Dado en Bogotá D .C., a los 

El MINISTRO DEL INTERIOR 

FEDERICO RENGIFO VÉLEZ 

EL MINISTRO DE JUSTICIA Y DEL DERECHO 

JUAN CARLOS ESGUERRA PORTOCARRERO

En lo que tiene que ver con proyecto de Acto Legislativo demandado, esta Vista Fiscal debe advertir que el texto que cita el actor en realidad no se corresponde con “el texto conciliado y después aprobado por las plenarias de la cámara y senado y listo para su publicación”, como se sostiene tanto en la demanda como en el Auto del 6 de agosto de 2012 por virtud de la cual ésta fue admitida. 

Es más, como podrá confirmarlo la misma Sala Plena, mientras en las demandas acumuladas D-9200 y 9208, admitidas por medio del Auto del 19 de julio de 2012, los actores constitucionales dirigieron sus reproches constitucionales contra el Proyecto de Acto Legislativo 143 de 2011 Cámara, 007 de 2011 Senado, acumulado con los proyectos de acto legislativo números 09 de 2011, 12 de 2011 y 13 de 2011 Senado, “Por medio del cual se reforman los artículos de la constitución política con relación a la administración de justicia y se dictan otras disposiciones”  —proyecto que fue aprobado por el Congreso de la República pero que, posteriormente, no fue promulgado ni publicado—, citando para ello expresamente la Gaceta del Congreso número 387 del miércoles 20 de junio de 2012; en la demanda sub examine el actor dirige su demanda contra “el texto conciliado y después aprobado” del mismo Proyecto de Acto Legislativo, más no precisa en qué Gaceta se publicó el texto por él demandado ni la adjunta a su demanda
. 

Por razón de lo anterior, pero también atendiendo al hecho de que esta Vista Fiscal considera que, en todo caso, procede reiterar en lo pertinente lo expresado en el Concepto 5533 del 27 de febrero del año en curso, relativo a la versión definitiva ya mencionada del mismo proyecto de Acto Legislativo, este Despacho se abstendrá de transcribir el texto citado en la demanda sub examine, el cual probablemente se corresponde con una versión anterior del mismo.

1. Aclaración preliminar. Sobre las normas que son objetos de la acción de constitucionalidad y sobre las consecuencias de la no promulgación y publicación del Acto Legislativo demandado para efectos del control constitucional

Antes de proceder a resumir la demanda admitida en el presente proceso de inconstitucionalidad, precisar el (los) problema(s) jurídico(s) que en ella se proponen y, a partir de esto, a prestar el concepto del Ministerio Público sobre la manera como estos deben resolverse, esta Jefatura considera que resulta imprescindible analizar cuáles son las normas jurídicas que pueden ser objeto del control constitucional que ejerce la Corte Constitucional, así como reiterar lo sostenido en el Concepto 5533 de 2012 respecto de los efectos que tiene sobre el control constitucional el hecho de que el Acto Legislativo o proyecto de Acto Legislativo demandado no haya sido promulgado o publicado.

En primer lugar sea pertinente recordar que por medio de Auto del 6 de julio de 2012 el entonces Magistrado Sustanciador resolvió “ADMITIR la demanda formulada […] contra el decreto 1351 de 2012 ‘por el cual se convoca al Congreso a sesiones extraordinarias’ y contra ‘el texto conciliado y después aprobado por las plenarias de la cámara y senado y listo para su publicación’ del que fuera el proyecto de acto legislativo 007/11 Senado – 143/11 Cámara ‘por medio del cual se reforman los artículos de la Constitución Política con relación a la Administración de Justicia y se dictan otras disposiciones’”, sin perjuicio de precisar, a renglón seguido, que ello no “impli[ca] que el proyecto de acto legislativo impugnado cobre vigencia o se encuentre produciendo efectos jurídicos”. Esto último pues, como se reconoce tanto en la demanda como en el Auto admisorio de la misma, el proyecto de Acto Legislativo demandado nunca fue promulgado o publicado toda vez que, por el contrario, precisamente fue objetado por el Presidente de la República por medio del también demandado Decreto 1351 de 2012 y, posteriormente, archivado por el Congreso de la República al momento de atender a las razones expuestas por el Ejecutivo en las citadas objeciones.

Así, aun cuando se admitió la demanda contra los dos actos jurídicos acusados, en el Auto admisorio se reconoció que al menos uno de estos dos actos no se encuentra vigente e incluso, que no debe entenderse que la admisión de una demanda en su contra suponga que el mismo haya entrado en vigencia o esté produciendo efectos jurídicos. En atención a lo anterior, esta Vista Fiscal considera pertinente reproducir los argumentos que llevaron al entonces Magistrado Sustanciador a admitir la demanda que aquí nos ocupa. 

Según se sostiene en el Auto admisorio, la demanda sub examine  satisface los requisitos sustanciales mínimos necesarios, establecidos en el artículo 2° del Decreto 2067 de 1991 y desarrollados en la jurisprudencia constitucional, entre otras, en la Sentencia C-1052 de 2011 (M.P. Manuel José Cepeda Espinosa). Para sustentar lo anterior, el Magistrado Sustanciador ofreció los siguientes argumentos:

“En primer lugar, el Despacho advierte (i) que el objeto de la demanda se encuentra claramente delimitado […] y (ii) que no existe otras disposiciones o cuerpos normativos que debieran ser demandados para evitar un fallo inocuo, en los términos del artículo 6° de 1991[; …]

En segundo lugar, el Despacho observa (i) que el demandante, por medio de argumentos claros, específicos y pertinentes, explica las razones por las cuales considera que la Corte es competente para conocer de su demanda, y (ii) que tales argumentos son suficientes y pertinentes para generar una duda razonables sobre tal competencia […] 
En efecto [dice el Magistrado Sustanciador,] el demandante pone en evidencia que se trata de un caso atípico no abordado antes por la jurisprudencia constitucional, pues la demanda recae sobre un decreto que hace parte del trámite de un proyecto de acto legislativo y sobre el proyecto de acto legislativo que nunca fue promulgado, sin embargo sus argumentos ofrecen elementos de juicio suficientes para generar duda de orden constitucional sobre la competencia de la Corte para ocuparse de la constitucionalidad de los objetos de su demanda, a la luz de la jurisprudencia que ha empleado un criterio material [sic] para identificar las actuaciones sobre las que puede recaer el control de constitucionalidad a cargo de la Corporación. 

Tal discusión [agrega,] no sólo es advertida por el demandante sino también por otras altas corporaciones judiciales, lo que confirma la existencia de una duda razonable sobre la competencia de la Corte. Ciertamente, el Consejo de Estado ha emitido recientemente dos providencias con posturas opuestas en la materia. En auto del 19 de junio de 2012, la Consejera María Claudia Rojas Lasso admitió una demanda de nulidad por inconstitucionalidad contra el decreto 1351 de 2012, bajo el argumento de que dicho decreto no es de competencia de la Corte Constitucional, ya que expedido cuando ‘(…) el trámite del acto legislativo había concluido’, de modo que no hace parte de dicho trámite del que –en su criterio- sí puede ocuparse la Corte Constitucional. Por el contrario, mediante auto del 4 de julio de 2012, el Consejero Marco Antonio Velilla Moreno rechazó una demanda similar contra el mismo decreto por estimar que es de competencia de la Corte Constitucional, toda vez que existe una duda razonable sobre su pertenencia al trámite de un proyecto de acto legislativo; por estas razones la demanda fue admitida a la Corte Constitucional. 

Incluso en esta Corporación la misma duda llevó a la admisión de las demandas de los expedientes D-9200 y 9208, interpuestas contra el proyecto de ‘Acto Legislativo ‘por medio del cual se reforman artículos de la Constitución Política con relación a la Administración de Justicia y se dictan otras disposiciones’-aprobado y no publicado’ y contra el ‘Acto Legislativo 07 de 2012, Proyecto de Acto Legislativo 143 de 2011, 007 de 2011 Senado, acumulado con los proyectos de acto legislativo número 09 de 2011, 11 de 2011, 12 de 2011 y 13 de 2011 Senado [(para lo que cita el Auto del 19 de julio de 2012 en que las mencionadas demandas fueron admitidas)].

[…] Así las cosas, atendiendo al principio pro actiones y teniendo en cuenta que el artículo 6 del decreto 2067 de 1991 dispone que las demandas solamente pueden ser rechazadas cuando la Corporación sea manifiestamente incompetente, el Despacho concluye que existe una duda razonable sobre la competencia de la Corte y que, por tanto, el requisito de señalar la competencia de la Corporación se encuentra cumplido […]

Por último, el Despacho estima que el concepto de violación es desarrollado adecuadamente por el demandante y que sus argumentos generan una duda mínima de orden constitucional sobre la sujeción de las actuaciones demandadas a la Carta […] De un lado, el demandante identifica con claridad y especificidad los preceptos constitucionales que considera vulnerados, y los interpreta de forma razonable a la luz de la jurisprudencia constitucional […] De otro, el ciudadano explica con argumentos claros, ciertos, específicos, pertinentes y suficientes las razones por las cuales el decreto y el proyecto de acto legislativo acusados desconocen dichos preceptos constitucionales. Sus argumentos, en términos generales, evidencian varios problemas jurídicos de orden constitucional; algunos de ellos son: ¿[U]n acto legislativo requiere de sanción y promulgación para existir en el ordenamiento jurídico colombiano?, ¿puede el Gobierno objetar por inconstitucionalidad un proyecto de acto legislativo?, ¿tales objeciones pueden ser debatidas por el Congreso en sesiones extraordinarias convocadas por el propio Gobierno?, ¿puede el Congreso revertir su decisión de aprobar un acto legislativo en sesiones extraordinarias?, y desde el punto de vista de la competencia del Congreso, de ser cierto que el proyecto de acto legislativo se convirtió en reforma constitucional pese a no ser promulgado, ¿su contenido constituye una sustitución de la Carta Política de 1991?” (negrillas y subrayas fuera del texto).   
Se han transcrito 
en su integridad los argumentos citados pues, de la manera más respetuosa, la Jefe del Ministerio Público (E) considera que los mismos no son de recibo y que, por el contrario, como ya se sostenía en el Concepto 5533 (relativo a las demandas D-9200 y 9208), la Sala Plena de la Corte Constitucional deberá declararse inhibida para pronunciarse sobre los actos aquí demandados por falta de competencia. 

En primer lugar debe reiterarse que, más allá de si es o no un hecho “manifiesto”, para esta Vista Fiscal en todo caso:

 “[E]s claro que la Corte Constitucional no puede pronunciarse sobre el Proyecto de Acto Legislativo Número 143 de 2011 Cámara, 07 de 2011 Senado, toda vez que el mismo jamás fue promulgado y, como expresa e inconfundiblemente lo señala el artículo 379 de la Constitución Política: ‘La acción pública contra estos actos [(esto es, ‘[l]os actos legislativos, la convocatoria a un referendo, la consulta popular o el acto de convocatoria a una Asamblea Constituyente’,)] procederá dentro del año siguiente a su promulgación, con observancia de lo dispuesto en el artículo 241 numeral 2’ (negrillas y subrayas fuera del texto).

En este sentido, sin perjuicio de las razones —que, en todo caso, esta Jefatura reconoce novedosas y sui generis— por las que el Acto Legislativo demandado no fue promulgado y, por ende, no fue publicado o entró en vigencia en momento alguno y, en este sentido, es jurídicamente inexistente, en todo caso advierte como hechos incontestables: (i) que el mismo no es susceptible de ser demandado en acción de inconstitucionalidad; y así mismo, (ii) que la Corte Constitucional no tiene ninguna competencia para pronunciarse sobre el mismo […]

Así, sea esta ocasión de reiterar que la Corte Constitucional, a quien el constituyente quiso confiar ‘la guarda [de] la integridad y supremacía de la Constitución’, únicamente puede hacerlo ‘en los estrictos y precisos términos de este artículo [241 Superior]’ y que, específicamente con relación a ‘las demandas de inconstitucionalidad que promuevan los ciudadanos contra los actos reformatorios de la Constitución, cualquiera que sea su origen’, esta misma norma establece que esa Corporación únicamente tiene competencia para pronunciarse respecto de los ‘vicios de procedimiento en su formación’; que dentro de un Estado de Derecho, ‘[n]inguna autoridad del Estado podrá ejercer funciones distintas de las que le atribuyen la Constitución y la ley’ (Artículo 121 Superior); y que, en virtud de lo anterior, en lo que se ha denominado doctrinalmente como el principio de corrección funcional —el cual ilumina todo el ordenamiento constitucional y jurídico—, es claro que en todo caso el juez no puede desvirtuar las funciones y competencias que el Constituyente ha asignado a cada uno de los órganos constitucionales y poderes constituidos, en tanto que la división de poderes y el equilibro inherente que esta implica para el Estado constitucional y democrático, es incluso un presupuesto irrenunciable e insustituible para la garantía de los derechos fundamentales”. 

A lo anterior cabe agregar que si la Corte Constitucional no tiene competencia para conocer de las demandas D-9200 y D-9208, dirigidas contra el texto definitivo del citado proyecto de Acto Legislativo, mucho menos puede conocer de la demanda sub examine dirigida, como ya se advertía, contra una versión diferente y muy probablemente anterior a la versión “definitiva” que fuera publicada en la Gaceta del Congreso número 387 del miércoles 20 de junio de 2012.

En este mismo sentido, además de lo que aquí quepa reiterar del Concepto 5533, en el caso de la demanda sub examine la Jefe del Ministerio Público (E) advierte que:

(i) El accionante formula su demanda, en primer lugar, contra el “‘texto conciliado y después aprobado por las plenarias de cámara y senado y listo para su publicación’ del proyecto de acto legislativo 007/11 Senado - 143/11 Cámara’” pero cita para esto un texto distinto al que fuera demandado en las otras demandas que han sido admitidas por esta Corporación contra ese mismo proyecto de Acto legislativo (D-9200 y D-9208) y, en todo caso, formula su demanda contra un acto jurídico inexistente, lo que sin duda compromete el requisito sustancial relativo a la identificación del objeto demandado; y 

(ii) La Corte Constitucional, como ya se explicó anteriormente, no es competente para conocer de una demanda contra un proyecto de acto reformatorio de la Constitución que nunca fue promulgado, como tampoco es competente para conocer del otro acto jurídico demandado, el Decreto 1351 de 2012, “por el cual se convoca al Congreso a sesiones extraordinarias”. 

Respecto de esto último, esta Vista Fiscal debe señalar que, sin perjuicio de la “duda” que el Magistrado Sustanciador considera que la demanda despierta sobre sobre “la competencia de la Corte para ocuparse de la constitucionalidad de los objetos de su demanda”, lo cierto es que, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 241 Superior, es evidente que esa Corporación únicamente tiene competencia para conocer, para el caso de decretos, de “las demandas de inconstitucionalidad que presenten los ciudadanos contra los decretos con fuerza de ley dictados por el Gobierno con fundamento en los artículos 150 numeral 10 y 341 de la Constitución, por su contenido material o por vicios de procedimiento en su formación” y “[d]ecidir definitivamente sobre la constitucionalidad de los decretos legislativos que dicte el Gobierno con fundamento en los artículos 212, 213 y 215 de la Constitución”. 
Mientras que las normas constitucionales a las que allí se hace referencia versan sobre los Decretos que el Presidente de la República profiere en ejercicio de las “precisas facultades extraordinarias” que “la mayoría absoluta de los miembros de una y otra Cámara” del Congreso de la República le confiere por el término máximo de seis meses, “para expedir normas con fuerza de ley cuando la necesidad lo exija o la conveniencia pública lo aconseje” (Artículo 150, numeral 10°) y sobre el “Plan Nacional de Desarrollo”, pero en forma alguna se refieren a los Decretos por medio de los cuales se convoca al Congreso a sesiones extraordinarias, asunto que, por el contrario, se encuentra reglamentado en los artículos 138 y 200 (numeral 2°) constitucionales.   
Por su parte, el artículo 237 Superior establece que “[s]on atribuciones del Consejo de Estado […] 2. Conocer de las acciones de nulidad por inconstitucionalidad de los decretos dictados por el Gobierno Nacional, cuya competencia no corresponda a la Corte Constitucional”, lo que indudablemente significa que es de la competencia de esa otra Corporación, como parte de la jurisdicción constitucional
, juzgar la constitucionalidad del Decreto 1351 de 2012, en tanto que el mismo es un Decreto distinto a los mencionados en el artículo 241 Superior.  

En este mismo sentido sea pertinente resaltar que al admitirse por parte del Consejo de Estado, por medio de auto del 19 de julio de 2012 (Radicación número: 11001-03-24-000-2009-00504-00, C.P. María Claudia Rojas Lasso), una demanda de nulidad por inconstitucionalidad promovida contra el mismo Decreto 1351 de 2012 aquí demandado, de manera expresa se sostuvo que “la competencia para conocer de la acción de nulidad por inconstitucionalidad respecto del Decreto 1351 de 2012, por medio del cual el Presidente de la República convoca a sesiones extras al Congreso, corresponde al Consejo de Estado como lo dispone el artículo 237 de la Constitución Política, puesto que este Decreto no queda comprendido dentro de los expresamente asignados al control de la Corte Constitucional”. 

Y de igual forma, allí se diferenció entre el caso de este Decreto y el de una demanda de nulidad por inconstitucionalidad promovida contra el Decreto 4742 de 2008 que fue resuelta por la Sala Plena de esa Corporación por medio de Sentencia del 16 de febrero de 2010 (C.P. María Claudia Rojas Lasso), en decisión en donde se sostutvo que la Corte Constitucional era la Corporación competente para pronunciarse sobre el mismo. Esto último, pues en aquella ocasión con el Decreto entonces demandado se convocaba al Congreso a sesiones extraordinarias para estudiar diferentes proyectos de Ley entre los que se encontraba la Ley 138 de 2008 Cámara, “por medio de la cual se convoca a referendo Constitucional y se somete a consideración del pueblo un Proyecto de Reforma Constitucional”, es decir, “en aquella ocasión, la convocatoria a sesiones extraordinarias tuvo como finalidad la de permitir la conclusión del trámite de una ley a la que le quedaba pendiente la aprobación en la plenaria de la Cámara de Representantes y que, por lo mismo, era inescindible de la ley misma[;] mientras que en el caso que nos ocupa ya el trámite del acto legislativo había concluido”
. 

Se precisó, así, que en el caso del Decreto 1351 de 2012 “la convocatoria a sesiones extraordinarias no conducía a concluir la formación de un acto legislativo porque éste ya había terminado su trámite”, como incluso se reconoce en el mismo texto de ese mismo Decreto
, lo que no sucedió en el caso de aquel otro Decreto objeto del citado precedente del año 2010.  
Las anterior aclaraciones resultan pertinentes toda vez que, sin perjuicio de que sea cierto que por medio de Auto del 4 de julio de 2012 se rechazó una demanda promovida también contra el Decreto 1351 de 2012 (Radicación número 11001 0324 000 2012 00221 00, C.P. Marco Antonio Velilla Moreno), como lo recuerda el entonces Magistrado Sustanciador en el Auto admisorio de la demanda, lo cierto es que aquella decisión se fundamentó precisamente en la Sentencia de la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo del 16 de febrero de 2010 (C.P. María Claudia Rojas Lasso), es decir, en la misma se hizo caso omiso respecto de la diferencia que existe entre el acto jurídico allí analizado y su objeto, con el Decreto sub examine y su objeto; omisión que posteriormente sería advertida al admitirse la demanda contra el Decreto 1351 de 2012 por medio del Auto del 19 de julio de 2012 (Consejera María Claudia Rojas Lasso).

Lo mismo cabe decir respecto de otras decisiones proferidas por el Consejo de Estado (Sentencia del 10 de agosto de 2000, C.P. Juan Alberto Polo Figueroa y Sentencia del 26 de marzo de 2004, C.P. Rafael Ostau de Faont Pianeta) e incluso por la Corte Constitucional (Sentencia C-1121 de 2004, M.P. Clara Inés Vargas Hernández), en donde se sostiene que es ésta, la Corte Constitucional y no el Consejo de Estado, el juez competente para juzgar los actos administrativos que en realidad no tienen ese carácter, sino que forman parte de un trámite legislativo, como son los casos del Decreto por medio del cual se cita a sesiones extraordinarias al Congreso de la República para terminar el trámite de una Ley que convoca a un referendo; de la Resolución por medio de la cual se inscribe el comité de promotores, el vocero y la iniciativa ciudadana de un referendo; del Decreto que convoca a un referendo constitucional; y de todos los actos expedidos por diferentes autoridades dentro del complejo proceso normativo que lleva a un acto legislativo adoptado por referendo. 

A diferencia de lo que sucede con todas estas otras normas jurídicas, como bien se explicó en el citado Auto del 19 de julio de 2012  y a diferencia de lo concluido en el Auto del 4 de julio que allí se contradice, un Decreto que convoca al Congreso de la República a sesiones extraordinarias para que se analicen las objeciones presidenciales a un Acto Legislativo, como es el caso del Decreto 1351 de 2012, (i) no hace parte del trámite de un Acto Legislativo originado en el Congreso o en el Gobierno Nacional pues, por el contrario, este tipo de Actos Legislativos debe tramitarse “en dos periodos ordinarios y consecutivos”, como lo establece expresamente el artículo 375 Superior; así mismo, (ii) es expedido en ejercicio de la función administrativa y no en ejercicio de la función constituyente pues, como incluso se reconoce en el mismo Decreto 1351 de 2012, se profiere cuando el trámite del Acto Legislativo ya concluyó y, en todo caso, el Gobierno Nacional no tiene la función o la competencia constitucional para objetar Actos Legislativos aprobados por el Congreso; y, por último, (iii) no impulsa el trámite de un Acto Legislativo sino que es un acto definitivo, toda vez que su objeto es precisamente objetar el Acto Legislativo y al considerarlo, como sucedió en el caso del Decreto 1351 de 2010, el Congreso de la República no tiene otra opción que aceptar las objeciones presentadas, pues en caso contrario, ya no podría rechazarlas o aceptarlas parcialmente ya que un Acto Legislativo debe tramitarse únicamente en “sesiones ordinarias” y la Constitución tampoco prevé un procedimiento para el control constitucional de las objeciones presidenciales a los Actos Legislativos. Así las cosas, sería absurdo que la Corte Constitucional pudiese declarar inexequible un Acto Legislativo (aún no promulgado) por razones de conveniencia o de constitucionalidad en tanto que es, precisamente, un acto reformatorio de la Constitución.            
De otra parte, esta Vista Fiscal también considera insuficientes e incorrectas las transcripciones que en el Auto admisorio de la presente demanda se hicieron de lo expresado por el Magistrado Jorge Iván Palacio Palacio al admitir las Demandas D-9200 y D-9208 pues, además de lo que se dijo en el Concepto 5533, en todo caso es claro que no puede sostenerse que exista una “compleja discusión jurídica sobre […] la eventualidad de que [los Actos Legislativos] sean demandados mediante acción de inconstitucionalidad antes de su promulgación”, pues el artículo 379 Superior, se reitera, de manera clara e irrefutable establece que “[l]a acción pública contra estos actos sólo procederá dentro del año siguiente a su promulgación” (negrillas fuera del texto). 

Regla constitucional, esta última, de la que en concepto de este Despacho de ninguna forma resulta posible inferir una “duda razonable sobre la competencia de la Corte” que permita dar por cumplido el requisito establecido en el Decreto 2067 de 1991 para todas las demandas de inconstitucionalidad, relativo a demostrar la competencia de esa Corporación, por más de que se invoque el denominado principio pro actione. 

Así, aún sin perjuicio de que la demanda sub examine ya haya sido admitida, pues se consideró que la misma se fundamenta en razones claras, ciertas, específicas y suficientes, la Jefe del Ministerio Público (E) considera que en atención a las consideraciones expuestas la Sala Plena de la Corte Constitucional en todo caso deberá declararse inhibida, pues ni siquiera el hecho de que existan dudas sobre la promulgación y sanción de los Actos Legislativos, sobre la posibilidad de que el Gobierno Nacional objete tales actos y que las mencionadas objeciones se tramiten en sesiones extraordinarias, o sobre la competencia del Congreso Nacional para archivar proyectos de Actos Legislativos al admitir tales objeciones; hace competente a la Corte Constitucional para conocer de un acto jurídico inexistente, como es el proyecto de Acto Legislativo demandado, y de un Decreto distinto a los mencionados en el artículo 241 Superior y con un objeto posterior y ajeno al trámite del proyecto de un acto reformatorio de la Constitución. 

De igual forma, sea preciso reiterar una vez más que, como ya se decía en el Concepto 5533:

“[D]e ninguna forma es de recibo que, so pretexto de defender la supremacía e integridad de la Constitución, se desconozcan las condiciones y el plazo específico que el constituyente estableció, de manera clara e inequívoca, para el control constitucional de los actos reformatorios de la Constitución. Determinar si la manera en que el Acto Legislativo demandado se dejó de promulgar es contraria a la Constitución, esto es, si los actos del Presidente de la República, del Congreso de la República con que éste se archivó son contrarios al ordenamiento constitucional, es decisión que corresponde a otras autoridades judiciales y administrativas facultadas para ello por la misma Constitución, pero no es un asunto que pueda establecerse con motivo de una acción de inconstitucionalidad contra un Acto Legislativo inexistente […En] caso de que la Sala Plena de esta Corporación sostuviera lo contrario y, por tanto, procediera a juzgar actos posteriores y ajenos al Acto Legislativo demandado, posteriormente se vería ante la inevitable paradoja de tener que ordenar que el mismo fuera promulgado —decisión que escapa a sus competencias en ejercicio del control constitucional—; o declarar exequible o inexequible un Acto Legislativo no ‘por vicios de procedimiento en su formación’, como lo dispone expresamente el numeral 1° del artículo 241 Superior, sino por vicios de procedimiento que impidieron su formación o posteriores y ajenos a su formación. Absurdo, éste último, que demuestra claramente la falta de competencia de esa Corporación para pronunciarse sobre el texto [del proyecto de Acto Legislativo] demandado”.

Afirmación a la que cabe agregar, com relación al Decreto también demandado, que “como lo ha enseñado reiteradamente la jurisprudencia, una disposición de la ley no es inconstitucional sino por aquellos motivos fundados que le sean, a ella, atribuibles. No lo es por razón de lo consagrado en otras disposiciones legales […] ni por la aplicación que de la normatividad se esté haciendo en la práctica en casos concretos” (Sentencia C-129 de 1998, M.P. José Gregorio Hernández Galindo), lo que para el caso sub examine significa que en forma alguna resulta ajustado a la Carta Política o a la comprensión que de la misma ha hecho la jurisprudencia constitucional pretender que, con motivo de que el proyecto demandado fue el de un Acto Legislativo, entonces la Corte Constitucional puede abrogarse la competencia para juzgar el acto jurídico que sirvió de fundamento para que esa reforma constitucional nunca fuese promulgada o tuviese vida jurídica, como es el caso del Decreto 1351 de 2010. 

Finalmente debe reiterarse que el trámite constitucional previsto para los Actos Legislativo no prevé que estos puedan ser objetados por el Gobierno Nacional o que estas objeciones puedan ser acogidas o rechazadas por el Congreso de la República por fuera de los dos periodos ordinarios y consecutivos en los que los mismos deben tramitarse
, lo que significa que el Decreto demandado es ajeno al trámite del proyecto de Acto Legislativo demandado y que la Corte Constitucional no tiene competencia alguna para juzgar su constitucionalidad. 

Pero, además, advertir que aún si se sostuviera, contrario a lo expresado en el texto del mismo Decreto 1351 de 2012 y contra la interpretación que de éste hiciera la Sala Contencioso Administrativa del Consejo de Estado en el citado Auto del 19 de julio de 2012, que este acto administrativo efectivamente sí hace parte del trámite de un proyecto de Acto Legislativo o, por lo menos, del proyecto de Acto Legislativo demandado en particular —como se sugiere en el Auto admisorio de la demanda—; entonces habría que concluir que el mencionado Decreto sí podía conducir a que ese proyecto de Acto Legislativo no fuera promulgado, como efectivamente sucedió, y que, por tanto, la Corte Constitucional no tiene competencia para pronunciarse sobre una u otra de las normas aquí demandadas, como no la tiene sobre ninguna norma que jamás llega a existir o sobre los actos que llevan a que no existan, tal y como sucede en cualquier otro caso en que un proyecto de Ley es objetado por el Presidente de la República y posteriormente el Congreso de la República acepta esas objeciones.  

2. Conclusión

En razón de lo expuesto, la Jefe del Ministerio Público (E) solicita a la Sala Plena de la Corte Constitucional declararse INHIBIDA para pronunciarse sobre el Acto Legislativo Número 143 de 2011, 07 de 2011 Senado, acumulado con los proyectos de Acto Legislativo Números 09 de 2011, 11 de 2011, 12 de 2011 y 13 de 2011 Senado, “Por medio del cual se reforman los artículos de la constitución política con relación a la administración de justicia y se dictan otras disposiciones”, así para pronunciarse sobre el Decreto 1351 de 2010, por razones de competencia.  

De los Señores Magistrados,

MARTHA ISABEL CASTAÑEDA CURVELO
Procuradora General de la Nación (E)
GMR/ABG  
� Sólo por citar un ejemplo, mientras el artículo 1° del texto del proyecto de Acto legislativo contra el cual fueron admitidas las demandas D-9200 y 9208, es decir, el texto publicado en la Gaceta 387 del miércoles 20 de junio de 2012, versa sobre el artículo 28 de la Constitución Política, el artículo 1° del texto demandado por el ciudadano Jaime Araujo Rentería, en cambio, en demanda admitida por medio de Auto del 6 de agosto de 2012, es relativo (o pretendía reformar) al artículo 116 Superior.





� Ver: artículo 43 de la Ley 270 de 1996, Ley Estatutaria de Administración de Justicia. En el mismo sentido, en la Sentencia C-037 de 1996 (M.P. Vladimiro Naranjo Mesa) la Sala Plena de la Corte Constitucional concluyó que “dentro del esquema de la rama judicial sólo dos órganos ejercen el control de constitucionalidad de manera concluyente: la Corte Constitucional, en forma directa y principal (Art. 241), y el Consejo de Estado, el cual goza de una competencia residual, según lo prevé el numeral 2o del artículo 237 superior”. 


� En efecto, tal y como podrá constatarlo la Sala Plena de la Corte Constitucional, en aquella Sentencia del 16 de febrero de 2010, proferida dentro del expediente número 2009-00344-00 por la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, se sostuvo que: “el Consejo de Estado carece de competencia para examinar la constitucionalidad del decreto por el cual el Presidente de la República convoca al Congreso a sesiones extraordinarias, en primer lugar, por tratarse de un acto de trámite habida cuenta de que dicha convocatoria tuvo por objeto dar continuidad al proyecto de Ley de reforma constitucional mediante referendo aprobatorio, pero fundamentalmente porque el acto político de convocatoria en este caso hace parte inescindible del procedimiento de formación de la Ley convocante a Referendo, la cual está sometida a control automático e integral de constitucionalidad que el artículo 241-2 de la Constitución Política  asigna a la Corte Constitucional”. Postura que en forma alguna equivale a decir que el Consejo de Estado no tiene competencia para conocer de las demandas de nulidad por inconstitucionalidad que se promuevan contra Decretos por medio de los cuales se convoque al Congreso de la República a sesiones extraordinarias sin perjuicio de cuál sea su objeto y que, además, coincide con lo expuesto sobre este mismo asunto por parte de la Corte Constitucional. 


Así, a manera de ejemplos, valga recordar que en la Sentencia C-141 de 2010 (M.P. Humberto Antonio Sierra Porto) la Corte Constitucional, al pronunciarse sobre una Ley que convocaba a un referendo, se refirió al Decreto 4742 de 2008, por medio del cual se convocó al Congreso de la República a sesiones extraordinarias, pero al hacerlo fue enfática en precisar que lo hacía “[e]xclusivamente con efectos respecto del análisis constitucional que ahora se realiza y sin la intención de desplazar la competencia de la jurisdicción de lo contencioso administrativo” (subrayas fuera del texto), lo que en el caso específico significaba “determinar si con ocasión de la publicación del Decreto 4742 de 2008 se incurrió en un vicio que invalida el trámite legislativo, al margen de la discusión sobre si se trata de un acto administrativo de carácter general o particular y los efectos que para su validez tiene la forma en que fue publicado, asuntos que no son de incumbencia del juez constitucional”. 


Mientras que en la Sentencia C-049 de 2012 (M.P. Mauricio González Cuervo), al declarase inhibida para pronunciarse sobre la constitucionalidad del Decreto 3806 de 2009, “Por el cual se expiden disposiciones sobre la promoción del desarrollo de las Mipymes y de la industria nacional en la contratación pública”, la Corte Constitucional reiteró que “[t]ratándose de decretos dictados por el Gobierno Nacional, comparten competencia para su conocimiento la Corte Constitucional y el Consejo de Estado. Corresponde al Tribunal Constitucional, decidir las demandas de inconstitucionalidad presentadas contra: (i) los decretos leyes o de habilitación legislativa por el Congreso de la República, (ii) el decreto del Plan Nacional de Inversiones, (iii) los decretos legislativos o de estados de excepción y (iv) los decretos especiales expedidos en ejercicio de facultades extraordinarias conferidas por la Asamblea Nacional Constituyente; la competencia para adelantar de control de constitucionalidad  de los decretos dictados por el Gobierno Nacional ‘cuya competencia no corresponda a la Corte Constitucional’, corresponde al Consejo de Estado” (subrayas fuera del texto); y precisó que “respecto de decretos gubernamentales que convocan a sesiones extraordinarias al Congreso de la República, la Corte […]  es competente para conocer de la validez de las sesiones extraordinarias del Congreso, tanto por la oportunidad de la convocación como por la vigencia del decreto convocatorio por su publicación en el Diario Oficial [… pues] aunque se trata de actos administrativos[, estos] hacen parte del proceso de formación de la ley -en este caso, de la validez de las sesiones extraordinarias-, por lo cual se someten a su examen”.


� “[E]l Presidente de la República recibió procedente del Congreso el oficio del pasado 20 de junio de 2012, con el cual se remite el proyecto de Acto Legislativo 007/11 Senado- 143/11, acumulado a los proyectos 09/11, 11/11, 12/11 y 13/11 Senado ‘por el cual se reforman los artículos de la Constitución Política con relación a la Administración de Justicia y se dictan otras disposiciones’, con el fin de que procesa a su promulgación […y el] artículo 375 de la Carta dice que el trámite de los actos legislativos tendrá lugar en dos periodos ordinarios y consecutivos, lo cual, respecto del Acto legislativo ‘por medio del cual se reforman artículos de la Constitución Política con relación a la Administración de Justicia y se dictan otras disposiciones’[,] ya se cumplió”, se dice expresamente en los considerando del Decreto 1351 de 2012.  


� Al respecto valga la pena anotar que sobre la convocatoria del Gobierno a sesiones extraordinarias, ya en la Sentencia C-565 de 1997 (M.P. José Gregorio Hernández Galindo) la Sala Plena de la Corte Constitucional sostuvo que: “[e]s lógico que el llamado del Gobierno al Congreso en estas ocasiones tenga que ver, entre otros temas, con la necesidad de que inicie, prosiga o culmine un proceso legislativo -no así uno sobre reforma constitucional, por mandato perentorio del artículo 375 de la Carta, ni acerca de ley estatutaria, reservada al término de una sola legislatura según el artículo 153 C.P.-” (negrillas y subrayas fuera del texto).
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